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Señores 

JUZGADO 16 ADMNISTRATIVO DE CALI  

E.                                                  S.                                                                           D. 

 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FABRICIO NUÑEZ BETANCOURT 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO- 

RADICADO:   76001333301620210004600 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada 

con  Cédula de Ciudadanía No. 1.022.390.667 y portadora de la tarjeta profesional No. 

288.886 actuando en calidad de apoderada sustituta del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, conforme consta en el memorial poder de sustitución suscrito (Únicamente para 

la presente actuación) por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, 

mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en su la calidad de 

APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos señalados por la Escritura 

Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la Notaría treinta y cuatro (34) del 

Círculo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por escritura No. 1230 de fecha 11 de 

Septiembre de 2019; por medio del documento me permito presentar contestación dentro 

del presente asunto, conforme a las siguientes consideraciones:  

 

I. A LOS HECHOS 

 

1. No me consta tal manifestación, toda vez que se trata de situaciones ajenas a mi 

representada por lo que deberá probarse durante el transcurso del proceso. 

2. No me consta tal manifestación, por lo que deberá ser probado en el proceso la 

comunidad de vida manifestada.  

3. Es cierto. 

4. Es cierto. 

5. No me consta tal manifestación por lo que deberá ser probada en el proceso con 

el medio probatorio idóneo para el efecto.  

6. No me consta tal manifestación, toda vez que se trata de situaciones ajenas a mi 

representada por lo que deberá probarse durante el transcurso del proceso. 

7. No me consta tal manifestación por lo que deberá ser probada en el proceso con 

el medio probatorio idóneo para el efecto.  
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8. No me consta tal manifestación por lo que deberá ser probada en el proceso con 

el medio probatorio idóneo para el efecto.  

9. No me consta tal manifestación por lo que deberá ser probada en el proceso con 

el medio probatorio idóneo para el efecto.  

 

II. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones presentadas dentro de 

la demanda por carecer de sustento fáctico y legal, como se demostrará a continuación y 

así mismo solicito de manera respetuosa al despacho ABSOLVER a la NACION- MAGISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo.   

 

 

A LAS PRETENSIONES 1 Y 2: Me opongo, por cuanto no le asiste derecho al demandante a 

lo pretendido toda vez que el Decreto 224 de 1972 establece el régimen especial que 

ampara a los beneficiarios de los docentes fallecidos que no cumplieron los requisitos para 

acceder a su pensión de jubilación, pero con la exigencia que el causante haya laborado 

en planteles oficiales un tiempo mínimo de 18 años continuos o discontinuos, para que 

aquellos puedan acceder a una pensión equivalente al 75% de la asignación mensual 

recibida. 

Así las cosas y descendiendo al caso concreto, se tiene que la causante no cumplió los 

requisitos contemplados en el decreto 224 de 1972, pues sólo laboró un tiempo aproximado 

de 14 años y no 18 años como lo exige tal normativa, motivo por el cual tampoco le asiste 

derecho al pago de sumas de dinero de manera retroactiva. 

 

A LA PRETENSION 3: Me opongo a que se reconozca indexación o reajuste de valor, por 

cuanto la entidad que represento no debe ningún valor al demandante. 

 

A LA PRETENSION 4: Me opongo a que se reconozca indexación o reajuste de valor, por 

cuanto la entidad que represento no debe ningún valor al demandante. 

 

A LA PRETENSION 5: Me opongo, teniendo en cuenta que las pretensiones de la demanda 

no están llamadas a prosperar, por lo que no le asiste derecho al cumplimiento de la 

sentencia conforme al art. 192 del CPACA., más aún si en caso se llegare a proferir sentencia 

condenatoria, esta entidad cuenta con 10 meses para su cumplimiento. 

 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA DEFENSA 
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FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, el cual reza textualmente: 

 

“Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, 

en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 

Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 

cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del 

mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma 

fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro 

de Educación Nacional.”  

Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito 

por el Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como 

vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO o fidecomiso. 

 

Ahora bien, dentro de un sistema integral de protección del derecho a la seguridad social 

en pensión, la inclusión del riesgo por muerte se configura en uno de sus pilares 

fundamentales, cuyo objeto no es otro que el de amparar a los beneficiarios de un afiliado 

o pensionado, de tal forma que la ocurrencia de su muerte no implique, además, la pérdida 

de los recursos con los que su grupo familiar se sostenía en condiciones dignas. 

 

Al respecto, La Ley 100 de 1993, «por la cual se crea el sistema de seguridad social integral 

y se dictan otras disposiciones», reguló lo concerniente a la pensión de sobrevivientes de la 

siguiente forma: 

 Artículo 46. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

“…. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo 

común, que fallezca, y 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que este hubiere 

cumplido alguno de los siguientes requisitos: 
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a. Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos 

veintiséis (26) semanas al momento de la muerte; 

[…]  

Tal disposición fue modificada por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003[2], en el sentido de 

indicar que accederían a la pensión por muerte «[l]os miembros del grupo familiar del 

afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas 

dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento». 

Por otra parte, el texto original del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, vigente para la fecha 

del fallecimiento del señor Francisco Isaías Cifuentes Becoche (q. e. p. d.), preceptuó como 

beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, en primer orden, al cónyuge o la compañera 

o compañero permanente supérstite y, en segundo, a los hijos menores de 18 años y a los 

mayores de 18 hasta los 25, así como los requisitos que deben acreditar unos y otros para 

tener derecho al beneficio prestacional, así:  

 Artículo.  47.- Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 

 a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite. 

 En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el 

cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que 

estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde el momento en que este 

cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y[[3]] hasta 

su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con 

anterioridad a su muerte, salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado 

fallecido; 

  

b. Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, 

incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del 

causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del 

causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez. 

 c. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán 

beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste. 

 d. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, 

serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de 

éste. 

  

https://www.legisoffice.com/VisorDocumentos/FOMAG/d865a0c1-9bb7-4229-9cce-9dc2f75beeb0/2ed5ac2a-5b6e-44b2-bf3d-903a79908228/SENTENCIA%20SEGUNDA%20INSTANCIA.html#_ftn2
https://www.legisoffice.com/VisorDocumentos/FOMAG/d865a0c1-9bb7-4229-9cce-9dc2f75beeb0/2ed5ac2a-5b6e-44b2-bf3d-903a79908228/SENTENCIA%20SEGUNDA%20INSTANCIA.html#_ftn3
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Asimismo, en cuanto al monto de la pensión de sobrevivientes el artículo 48 de la 

mencionada Ley 100 de 1993 preceptuó: 

  

“…El monto mensual de la pensión de sobrevivientes por muerte del pensionado será igual 

al 100% de la pensión que aquel disfrutaba. 

El monto mensual de la Pensión total de sobrevivientes por muerte del afiliado será igual al 

45% del ingreso base de liquidación más 2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) 

semanas adicionales de cotización a las primeras quinientas (500) semanas de cotización, 

sin que exceda el 75% del ingreso base de liquidación. 

 En ningún caso el monto de la pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual 

vigente, conforme a lo establecido en el artículo 35 de la presente Ley… 

No obstante lo previsto en este artículo, los afiliados podrán optar por una pensión de 

sobrevivientes equivalente al régimen de pensión de sobrevivientes del ISS, vigente con 

anterioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley equivalente al 65% del ingreso base 

de liquidación, siempre que se cumplan las mismas condiciones establecidas por dicho 

instituto…” 

 

De lo anterior se colige que con el régimen general de pensiones, los beneficiarios del 

afiliado al sistema que fallezca tendrán derecho a la mencionada pensión de 

sobrevivientes siempre que aquel hubiere cotizado por lo menos veintiséis (50) semanas 

durante los tres años precedentes al deceso. 

  

Por su parte, el artículo 279 de la aludida Ley 100 de 1993 estableció excepciones en cuanto 

al personal que sería cobijado por esta, en los siguientes términos: 

 

 El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica a los 

miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el 

Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia 

de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles 

con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la 

expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, 

de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 
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El aparte subrayado, relativo a la exclusión de dicho régimen a los afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, fue declarado exequible por la Corte 

Constitucional, a través de sentencia C-461 de 1995[4], «siempre que su aplicación no 

vulnere el principio de igualdad», por lo que al momento de resolver cada caso, el juez 

debe analizar no solamente la norma especial, sino también el régimen general y, en 

evento en que este sea más favorable, debe proceder a su aplicación. 

De igual modo, en lo referente a la aplicación de las disposiciones contenidas en la 

mencionada normativa (Ley 100 de 1993), prescribió: 

 “Artículo 288. Aplicación de las disposiciones contenidas en la presente ley y en leyes 

anteriores. Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado público y 

servidor público tiene derecho a la vigencia de la presente Ley le sea aplicable cualquier 

norma en ella contenida que estime favorable ante el cotejo con lo dispuesto en leyes 

anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de disposiciones 

de esta Ley” 

 En este orden de ideas, la regulación contenida en la Ley 100 de 1993 no resulta aplicable 

a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, entre otros 

servidores, por cuanto expresamente su artículo 279 los excluyó del sistema general de 

seguridad social. Sin embargo, de conformidad con lo señalado en el artículo 288 ibidem, 

tales servidores públicos se podrían acoger a los mandatos allí contenidos, en atención al 

principio de favorabilidad. 

  

De otro lado, el artículo 151 de la referida Ley 100 de 1993 preceptúa que “el sistema 

general de pensiones previsto en la presente ley, regirá a partir del 1.º de abril de 1994», por 

lo que las únicas situaciones jurídicas que pueden ser decididas, en virtud de tal régimen 

pensional bajo el aludido principio de favorabilidad, son las que se consoliden a partir de 

su entrada en vigor. 

 Así las cosas, como se señaló en precedencia, los afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio gozan de un régimen especial de pensiones, resulta 

pertinente traer a colación lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio», cuyo artículo 15 preceptúa: 

Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1° de enero de 1990, será regido por 

las siguientes disposiciones: 

 “ Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 

https://www.legisoffice.com/VisorDocumentos/FOMAG/d865a0c1-9bb7-4229-9cce-9dc2f75beeb0/2ed5ac2a-5b6e-44b2-bf3d-903a79908228/SENTENCIA%20SEGUNDA%20INSTANCIA.html#_ftn4
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prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial, de conformidad con las 

normas vigentes.  

 Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1º de enero de 1990, para efecto 

de las prestaciones económicas y sociales, se regirán por las normas vigentes aplicables a 

los empleados públicos del orden nacional, decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 

1978 o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta ley” 

 Pensiones: 

 A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato de las Leyes 

114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las hubieran desarrollado o 

modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la pensión de gracia, se les reconocerá 

siempre y cuando cumplan con la totalidad de los requisitos. Esta pensión seguirá 

reconociéndose por la Caja Nacional de Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 

y será compatible con la pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a 

cargo total o parcial de la Nación. 

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, 

y para aquellos que se nombren a partir del 1o. de enero de 1990, cuando se cumplan los 

requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario 

mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los 

pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional. 

 Por lo anterior, resulta necesario acudir a las normas que antecedieron a la expedición de 

la Ley 91 de 1989 (29 de diciembre) que, para el presente asunto, se tratan de las contenidas 

en la Ley 33 de 1985, la cual, al no prever distinción frente a los funcionarios a los que se 

dirige, es aplicable a todos los niveles, toda vez que su propósito fue unificar los regímenes 

existentes en esa época para crear uno con el que se beneficiaran todos los empleados 

oficiales, sin importar el orden al que pertenecieran. 

 Sin perjuicio de ello, para los docentes que no lograron concretar su derecho pensional 

debido al fallecimiento, el artículo 7 del Decreto 224 de 1972[5] dispuso: 

 “En caso de muerte de un docente que aún no haya cumplido el requisito de edad exigido 

para la obtención de la pensión, pero que hubiere trabajado como profesor en planteles 

oficiales por lo menos dieciocho (18) años continuos o discontinuos, el cónyuge y los hijos 

menores tendrán derecho a que por la respectiva entidad de previsión se pague una 

pensión equivalente al 75% de la asignación mensual fijada para el cargo que 

desempeñaba el docente al tiempo de la muerte mientras aquel no contraiga nuevas 

https://www.legisoffice.com/VisorDocumentos/FOMAG/d865a0c1-9bb7-4229-9cce-9dc2f75beeb0/2ed5ac2a-5b6e-44b2-bf3d-903a79908228/SENTENCIA%20SEGUNDA%20INSTANCIA.html#_ftn5
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nupcias o el hijo menor cumpla la mayoría de edad y por un tiempo máximo de cinco (5) 

años” 

 Entonces, si bien se ha afirmado en reiteradas ocasiones la inexistencia de un régimen 

especial en materia pensional para los docentes y la observancia de las reglas contenidas 

al respecto dentro de la Ley 91 de 1989 que remiten a la aplicación para los docentes 

nacionales y nacionalizados de las normas generales vigentes antes de su expedición para 

los pensionados del sector público, […] debe advertirse que los docentes gozan de 

especialidad en la regulación normativa de algunos derechos prestacionales como la 

pensión gracia y la pensión que por virtud del Decreto 224 de 1972 se consagró para el 

cónyuge e hijos menores del docente fallecido, cuando éste [sic] último no logró alcanzar 

el tiempo mínimo de vinculación o cotización al sistema para acceder a la pensión de 

jubilación o para habilitar una pensión sustitutiva para sus beneficiarios»[6]. 

 En tal sentido, el referido Decreto 224 de 1972 establece el régimen especial que ampara 

a los beneficiarios de los docentes fallecidos que no cumplieron los requisitos para acceder 

a su pensión de jubilación, pero con la exigencia de que el causante haya laborado en 

planteles oficiales un tiempo mínimo de 18 años continuos o discontinuos, para que aquellos 

puedan acceder a una pensión equivalente al 75% de la asignación mensual recibida. 

  

Así las cosas y descendiendo al caso concreto, se tiene que la causante no cumplió los 

requisitos contemplados en el decreto 224 de 1972, pues sólo laboró un tiempo aproximado 

de 14 años y no 18 años como lo exige tal normativa. 

De otro lado y en gracia de discusión el despacho decide iniciar el estudio de la pensión 

de sobrevivientes conforme a lo señalado en el Sistema General de Pensiones, se tiene que 

la causante fallece el día 6 de agosto de 2009, por lo que  la norma aplicable sería la 

señalada en los artículos 46 y 47 de la ley 100 de 1993 junto con las respectivas 

modificaciones introducidas por la Ley 797 de 2003 en su artículo 12 el cual reza que son 

beneficiarios de las pensiones de sobrevivientes: 

“a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, 

siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o 

más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 

pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá 

acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya 

convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su 

muerte;” 

 

Así las cosas, para esta apoderada judicial no se encuentra acreditada la convivencia del 

demandante con la docente al momento del deceso de esta última. 

https://www.legisoffice.com/VisorDocumentos/FOMAG/d865a0c1-9bb7-4229-9cce-9dc2f75beeb0/2ed5ac2a-5b6e-44b2-bf3d-903a79908228/SENTENCIA%20SEGUNDA%20INSTANCIA.html#_ftn6
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Conforme a lo previamente expuesto, se tiene que bajo ninguna de las normas vigentes el 

accionante es beneficiario de una pensión de sobrevivientes.  

 

IV. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

1. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE 

NULIDAD 

 

La actuación por parte de la entidad se dio en estricto seguimiento de las normas legales 

vigentes ya aplicables al caso de la demandante, toda vez que con fundamento en la 

Jurisprudencia antes transcrita, se tiene que a la causante ni al demandante le son 

aplicables las condiciones señaladas en la Ley 797 de 2003. 

 

 

 

2. PRESCRIPCION 

 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por el 

demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se 

hubiere causado en favor de este y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por 

el fenómeno de la prescripción, indicando que la misma consiste en la formalización de 

una situación de hecho por el paso del tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción 

de una obligación. Esto quiere decir que el derecho a desarrollar una determinada acción 

puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad de tiempo y se produce la 

prescripción. 

 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-

Ley 2158 DE 1948, dispone: 

 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán 

en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso 

igual. 

 

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

SEGUNDA , sostuvo:  
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“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política14 los 

beneficios laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter irrenunciable, el 

legislador ha previsto la prescripción extintiva de esos  

derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar la seguridad 

jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los jueces frente a la inactividad 

del servidor de reclamar su pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno 

prescriptivo se requiere que transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se 

hayan realizado las correspondientes solicitudes.” 

 

3. BUENA FE 

 

Mi poderdante en el ejercicio de sus funciones siempre cumple lo establecido en la ley para 

cada caso en particular, bajo los parámetros fundamentales consagrados en nuestra Cons-

titución Política, por lo que todas y cada una de sus resoluciones se circunscriben al principio 

de buena fe exenta de culpa y del principio de legalidad, en los términos de la Sentencia 

C-1436 de 2000. Adicionalmente debe tenerse en cuenta por fallador de instancia que el 

principio de la buena fe se extiende hasta el momento del cambio del acto normativo o 

de cualquier orden judicial en los términos de la Sentencia T-956 de 2011. 

 

4. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 

no es la relación de los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba 

de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 

reconocerla oficiosamente. 

 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 

así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de 

conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

5. INEXISTENCIA DEL DERECHO Y DE LA OBLIGACIÓN 

Por cuanto el Decreto 224 de 1972 establece el régimen especial que ampara a los 

beneficiarios de los docentes fallecidos que no cumplieron los requisitos para acceder a su 

pensión de jubilación, pero con la exigencia de que el causante haya laborado en 

planteles oficiales un tiempo mínimo de 18 años continuos o discontinuos, para que aquellos 

puedan acceder a una pensión equivalente al 75% de la asignación mensual recibida. 
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 Así las cosas y descendiendo al caso concreto, se tiene que la causante no cumplió los 

requisitos contemplados en el decreto 224 de 1972, pues sólo laboró un tiempo aproximado 

de 14 años y no 18 años como lo exige tal normativa. 

De otro lado y en gracia de discusión el despacho decide iniciar el estudio de la pensión 

de sobrevivientes conforme a lo señalado en el Sistema General de Pensiones, se tiene que 

la causante fallece el día 6 de agosto de 2009, por lo que  la norma aplicable sería la 

señalada en los artículos 46 y 47 de la ley 100 de 1993 junto con las respectivas 

modificaciones introducidas por la Ley 797 de 2003 en su artículo 12 el cual reza que son 

beneficiarios de las pensiones de sobrevivientes: 

 

“a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, 

siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o 

más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 

pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá 

acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya 

convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su 

muerte;” 

 

Conforme a lo previamente expuesto, se tiene que bajo ninguna de las normas vigentes el 

accionante es beneficiario de una pensión de sobrevivientes.  

 

V. PETICIONES 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que 

previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO.- Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO.- En consecuencia dar por terminado el proceso. 

TERCERO.- Si lo anterior, no ocurriere negar las pretensiones de la demanda. 

CUARTO.- Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

 

VI. PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

VII. ANEXOS 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
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VIII. PETICION 

 

Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, 

teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos 

contemplados por el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

Contencioso Administrativo, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080.  

  

En efecto, nótese que a la fecha no se ha evacuado la audiencia inicial, aunado al hecho 

que, las pruebas a decretar y practicar solo son documentales, sobre las cuales, es de 

resaltar, las partes no han manifestado reparo alguno, circunstancia por la cual, el 

despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia que en derecho corresponda 

sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el artículo 179 Ibídem.  

  

Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  

  

“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

  

1. Antes de la audiencia inicial: (…)  c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 

documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento. (…)”  

 

Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se aplican 

en forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se han empezado 

actuación o diligencia conforme a la ley procesal derogada o modificada, luego el artículo 

42 de la Ley 2080 cuya aplicación se invoca en el presente escrito, ya está rigiendo. 

 

IX. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en 

la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 

t_gsierra@fiduprevisora.com.co  

 

Cordialmente, 

 

 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 

C.C. 1.022.390.667 de Bogotá 

T.P. 288.886 del C. S. de la J. 
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